C.C. SECRETARIOS DE LA MESA DIRECTIVA DEL

 H. CONGRESO DEL ESTADO DE  PUEBLA.

P R E S E N T E


Diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández, Dip. Eliseo Lezama Prieto y Diputados del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional que integran la LVI Legislatura del H. Congreso del Estado, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos:  57 Fracción I, 63 fracción II y 64  de la Constitución Política del Estado de Puebla; 17 fracción XI, 69 fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado; 93 fracción VI y 128  del Reglamento Interior del H. Congreso del Estado  sometemos a consideración de este  cuerpo colegiado la  presente “INICIATIVA DE DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE  EXPIDE LA LEY DE VIVIENDA SOCIAL PARA EL ESTADO DE PUEBLA”, bajo los siguientes:

C O N S I D E R A N D O S

Que es una garantía constitucional el derecho que tiene toda familia a disfrutar de una vivienda digna y decorosa asentado en el cuarto párrafo del artículo 4 constitucional,  y por tanto es reconocido como un derecho social esencial, sin embargo las desigualdades de ingresos y oportunidades de trabajo de la sociedad civil, produce efectos negativos e incrementa la cantidad de personas sin vivienda adecuada y segura, convirtiéndose el problema de la vivienda en uno de los que más afectan a la sociedad en general.

Que la vivienda,  tiene como premisa ser el elemento en donde se ubica la unidad social básica que es la familia, al constituir la misma un bien de consumo indispensable, que proporcione a los ciudadanos suficiente protección, higiene, privacidad y comodidad.

Sin embargo, el que toda familia cuente con una vivienda, constituye uno de los grandes problemas que debe resolverse, ya que no sólo se trata de dotar de vivienda a las familias existentes, sino que dado el alto índice de crecimiento demográfico, habrá de preverse que las nuevas familias cuenten con ella. Asimismo se deben de llevar a cabo acciones para mejorar y conservar la viviendas  existentes, por lo que, se considera de suma importancia el reconocimiento jurídico generalizado del derecho a una vivienda; aunque en la práctica, es necesario definir las medidas concretas que deben adoptar los gobiernos para que estos derechos se conviertan en realidades concretas para las personas interesadas, ya que es un error pensar, como se hace algunas veces que, tratándose de ciertos derechos, como el derecho a la vivienda, lo único que hace falta para que los gobiernos atiendan a sus obligaciones en tal sentido es propiciar fondos públicos en la cantidad suficiente y efectuar las consiguientes asignaciones de recursos monetarios. Lo ciertos es que el derecho a la vivienda y, en realidad, todos los derechos económicos, sociales y culturales, conforman una serie mucho más amplia y compleja de obligaciones por parte del Estado.

De ahí que el Estado debe de elaborar una estrategia en materia de vivienda en la que se deben de definir los objetivos para crear las condiciones necesarias, determinar con que recursos se cuenta para alcanzar esas metas y la forma más eficaz de utilizarlos, y fijar responsabilidades y plazos para la aplicación de las medidas necesarias.

Si un Estado afirma que no puede hacer frente ni siquiera a sus obligaciones debido a la falta de recursos, por lo menos debe estar en condiciones de demostrar que ha hecho todo lo posible por utilizar todos los recursos de que dispone con el objeto de cumplir, de manera prioritaria, con sus obligaciones mínimas. De cualquier modo, la falta de recursos no puede en ningún caso justificar el hecho de que el estado no cumpla con su obligación de vigilar la falta de aplicación de los derechos consagrados en la Constitución.

Que el día 15 de febrero de 1991 se publico en el Periódico Oficial del Estado, el decreto del H Congreso del Estado por el que se aprueba derogar el decreto que creo la inmobiliaria del Estado y crea el Instituto Poblano de la Vivienda Popular, si bien este fue un avance en si mismo,  lo cierto es que no se ha creado un instrumento jurídico que establezca una política de de Vivienda claramente definida, por ello esta iniciativa buscar cubrir esas deficiencias existentes en esta materia.

Asimismo la presente iniciativa tiene por objeto crear un instrumento jurídico que establezca una serie de acciones y obligaciones en materia de vivienda, que incentive el ejercicio tanto del Estado, como de los municipios y de los particulares, para mejorar el campo habitacional, como es el caso de los estímulos fiscales que pueden resultar de gran utilidad en la esfera del ejercicio Estatal.

En nuestro Estado es urgente regular la cuestión de vivienda debido al acelerado crecimiento de la población, y la falta de capacidad del gobierno para ofertar vivienda, ha provocado la proliferación de  sentamientos irregulares y a la necesidad de vivienda que muchas familia de escasos recursos tienen, y que debido a su condición económica les es sumamente complicado contar con un patrimonio propio que les garantice una seguridad social y jurídica, debido a los elevados créditos que se ofertan por particulares para poder adquirir una vivienda. 

Es menester mencionar que el gobierno por sí solo es incompetente para satisfacer tan apremiante necesidad, motivo por lo cual es necesaria la creación de organismos que coadyuven con esa tarea y por ello se conmina al Ejecutivo del Estado a la creación de los citados a efecto de que se cumplan a cabalidad los objetivos que se persiguen con la creación de la presente Ley. Dichos organismos están citados en la presente Ley que se propone, delimitando todas y cada una de sus funciones.

Se Prevé también, realizar un esfuerzo adicional de simplificación administrativa para disminuir aún más los costos indirectos a través de la profundización de medidas relacionadas con la desregulación de trámites, permisos y licencias. 

Asimismo esta iniciativa esta orientada a fortalecer la autogestión para la adquisición de vivienda, por ello se plantea el apoyo a  sociedades cooperativas para tal fin. 

Por ultimo cabe señalar que esta iniciativa no contempla la creación de un nuevo Instituto de Vivienda, si no que las atribuciones que esta ley le concede al instituto sean ejercidas por el ya existente.

Por lo anteriormente expuesto someto a la consideración de este H. Cuerpo colegiado la presente:

INICIATIVA DE DECRETO MEDIANTE EL CUAL SE  EXPIDE LA LEY DE VIVIENDA SOCIAL PARA EL ESTADO DE PUEBLA, PARA QUEDAR COMO SIGUE:
LEY DE VIVIENDA DE VIVENDA SOCIAL
PARA EL ESTADO DE PUEBLA
CAPITULO I
DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de aplicación en el Estado de Puebla y sus disposiciones son de interés social y tienen por objeto:

I. Establecer y regular las acciones de vivienda, en beneficio de la población de menores ingresos en el Estado de Puebla;
II. Orientar la política de vivienda en el Estado  en concurrencia entre los gobiernos Federal y Municipal, considerando las condiciones económicas, sociales, urbanas y poblacionales, que imperan en nuestro entidad;
III. Definir los lineamientos generales de la política y los programas de vivienda en la entidad;
IV. Regular las acciones de los sectores público,  privado y social, dirigidas a garantizar el derecho y disfrute de una vivienda digna y decorosa para las familias de bajos ingresos que habite en el Estado de Puebla; y
V. Establecer los criterios de protección y promoción para la población vulnerable de bajos recursos  económicos.

Artículo 2.- Todos los habitantes del Estado de Puebla tienen derecho a una vivienda digna y decorosa, entendida como el lugar seguro, y habitable que permita el disfrute de la intimidad y la integración familiar, social y urbana, sin que sea  obstáculo, para su obtención, su condición económica, social, origen étnico o nacional, edad, género, situación migratoria, creencias políticas o religiosas.

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entiende por:

I. Vivienda: Área construida que cuenta con el conjunto de satisfactores y servicios propios de la habitación;
II. Vivienda de interés social: Aquélla cuyo valor al término de su edificación, no exceda de la suma que resulte de multiplicar por veinticinco el salario mínimo general diario vigente en el Estado, elevada esta cantidad al año;
III. Vivienda popular: Aquélla cuyo valor al término de su edificación, no exceda de la suma que resulte de multiplicar por diez el salario mínimo general diario vigente en el Estado, elevada esta cantidad al año;
IV. Vivienda progresiva: Aquélla que se construye en etapas de acuerdo a los recursos del beneficiario;
V. Vivienda para arrendamiento: Aquélla cuyo desarrollador la destine para celebrar sobre ella contrato de arrendamiento para habitación;
VI. Acción de vivienda: Toda actividad mediante la cual se canalizan los instrumentos y apoyos necesarios para el desarrollo y promoción de las diversas modalidades de vivienda y el financiamiento para acceder a cualquiera de ellas;
VII. Promotores de vivienda: Las personas físicas y morales encargadas de promover la participación de la población en los mecanismos de adquisición de vivienda;
VIII. Auto construcción: La edificación de la vivienda por el propio propietario; 
IX. Auto gestión: Forma de organización que permite que él o los beneficiarios realicen los trámites y acciones para la obtención de vivienda; y 

X. Sociedades de Autogestión Habitacional: Son las Asociaciones, Agrupaciones o Cooperativas legalmente constituidas por ciudadanos poblanos con capacidad de auto gestión, con la finalidad de lograr la obtención de una vivienda, en los términos que esta ley establece.

CAPÍTULO II
DE LA POLÍTICA DE VIVIENDA
Artículo 4.-  La Política de Vivienda en el Estado de Puebla se orientará por los  siguientes principios: 
I. La vivienda es un factor de ordenamiento territorial, del desarrollo  Urbano y  de la preservación de los recursos y características del medio ambiente;
II. Los programas de vivienda se deben conformar en coordinación entre: los diversos organismos públicos de vivienda, tanto federales como locales, y la concertación con los sectores social y privado;
III. Las posibilidades de acceso a la vivienda deben llegar al mayor número de personas, preferentemente se deberá atender a la población vulnerable de bajos recursos económicos y en situación de riesgo;
IV. Se deberá considerar como aportación económica de las personas,  grupos u organizaciones sociales,  su ahorro propio, su suelo propio, su proyecto ejecutivo, su gestión y trámites y supervisión, los que se restarán al costo final de la vivienda;

V. En la construcción de vivienda se debe considerar el desarrollo integral de las personas con discapacidad física que llegasen a ocuparla;
VI. Se deben generar diversos esquemas de financiamiento o cofinanciamiento y cuya aplicación se base en el ahorro, el crédito y la ayuda de beneficio social, para la población que no es considerada sujeta de crédito desde el esquema bancario, además de la población vulnerable y en situación de riesgo;
VII. Se debe fomentar, reconocer, y concertar la participación de los diferentes productores de vivienda: personas, instituciones y organismos de los sectores social y privado;
VIII. Se facilitará la producción de vivienda mediante la simplificación, reducción de trámites y requisitos en su gestión;
IX. Se fomentará la asesoría y asistencia en materia de gestión, financiera, legal, técnica y administrativa, para el desarrollo y ejecución de  vivienda;
X. Se integrará una red de productores y distribuidores de materiales y componentes de la vivienda para que apoyen los procesos de producción de vivienda social;
XI. Se promoverá y estimulara la producción y distribución de materiales y elementos para la construcción de vivienda de carácter innovador, a efecto de reducir costos; y
XII. Se debe difundir la información de los programas públicos de vivienda, con objeto de un mejor  conocimiento por los beneficiarios.
CAPITULO III
DE LA COMPETENCIA
Artículo 5.- Son autoridades competentes para la aplicación de la presente Ley:

I. El Ejecutivo del Estado; y
II.  Los Ayuntamientos.

Artículo 6.- El Ejecutivo del Estado tendrá las siguientes atribuciones:

I. Fijar la política en materia de vivienda, de conformidad con lo dispuesto por esta Ley, por el Plan de Desarrollo Urbano del Estado y demás ordenamientos aplicables;
II. Realizar la planeación, programación y presupuestación de acciones de vivienda, en beneficio de la población que carezca de una vivienda digna y adecuada;
III. Constituir reservas territoriales para fines habitacionales, en los términos de la Ley y garantizar en el presupuesto los recursos para ello;
IV. Promover el establecimiento de prerrogativas financieras y fiscales, y la adecuación de sistemas administrativos, para lograr la simplificación de trámites;
V. Promover la constitución de fideicomisos públicos para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley;
VI. Celebrar toda clase de actos jurídicos necesarios para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley; y
VII. Las demás que le señale esta Ley u otros ordenamientos jurídicos aplicables.

Artículo 7. Los Ayuntamientos tendrán las siguientes atribuciones:

I. Fijar la política en materia de vivienda en congruencia con esta Ley, con la Política Estatal de Vivienda, con el Planes de Desarrollo Urbano Vigentes; 

II. Realizar la planeación, programación y presupuestación de acciones de vivienda, en beneficio de la población que carezca de una vivienda digna y adecuada, considerando la auto gestión y auto construcción;
III. Fijar las zonas para el desarrollo habitacional de conformidad con la legislación aplicable;
IV. Constituir reservas territoriales para fines habitacionales, en los términos de la Ley;
V. Promover la constitución de fideicomisos públicos para el cumplimiento de los objetivos de esta Ley;
VI. Crear incentivos fiscales y facilidades administrativas para quienes desarrollen acciones de vivienda;
VII. Fijar en el presupuesto de egresos de cada ejercicio fiscal, los recursos necesarios para la adquisición de reservas territoriales, ejecución de programas y acciones de vivienda;
VIII. Promover obras de infraestructura en las reservas territoriales de uso habitacional, para fomentar el crecimiento urbano ordenado en los términos y modalidades de la Ley de Fraccionamientos y Acciones Urbanísticas del Estado de Puebla;
IX. Celebrar toda clase de actos jurídicos necesarios para el cumplimiento del objeto de esta Ley; y
X. Las demás que le señale esta Ley u otros ordenamientos jurídicos aplicables.

CAPITULO IV
DE LOS ORGANISMOS AUXILIARES

Artículo 8. Son organismos auxiliares:

I. El Instituto de Vivienda Social del Estado; y
II. Los Institutos Municipales de Vivienda; 
Artículo 9.- El Instituto de Vivienda del Estado, es un organismo público descentralizado del Poder Ejecutivo, con personalidad jurídica y patrimonio propios, responsable de la ejecución, promoción y control de las acciones de vivienda del Gobierno del Estado de Puebla.

Artículo 10.- El Instituto de Vivienda del Estado tendrá las siguientes atribuciones:

I. Ejecutar los programas de vivienda, en beneficio de la población que carezca de una vivienda digna y adecuada;
II. Celebrar convenios de colaboración con los Ayuntamientos, para ejecutar las acciones de vivienda, previamente acordadas por el Ayuntamiento, en los términos del Plan de Desarrollo Municipal, cuando el Municipio no cuente con la infraestructura para llevarlas a cabo;
III. Asesorar a los municipios que lo soliciten, en la elaboración y ejecución de programas de vivienda;
IV. Solicitar al Ejecutivo del Estado, cuando exista causa de utilidad pública, la expropiación de los bienes inmuebles para integrar las reservas territoriales destinadas a la vivienda; 
V. Celebrar toda clase de actos jurídicos necesarios para la realización de los fines del Instituto;
VI. Difundir e informar a la población los programas y acciones de vivienda para que tengan un mejor conocimiento y participación en las mismas;
VII. Fomentar la participación de los sectores público, social y privado en la implementación de las acciones de vivienda;
VIII. Integrar un sistema de información estatal, que permita conocer la problemática de vivienda en el Estado y las condiciones socioeconómicas que incidan en ella;
IX. Promover la simplificación administrativa de trámites, permisos, autorizaciones y demás actos relativos al control de las acciones de vivienda;
X. Realizar las gestiones necesarias ante instituciones de crédito y organismos que apoyen acciones de vivienda, a efecto de allegarse los recursos indispensables para el cumplimiento de los fines del Instituto, así como apoyar en las gestiones de financiamiento a los municipios, para acceder a programas que otorguen las instancias mencionadas;
XI. Promover y apoyar el estudio, la investigación y el desarrollo de técnicas que mejoren los procesos para la construcción de vivienda;
XII. Promover nuevas técnicas en sistemas de construcción y en componentes prefabricados; y
XIII. Las demás que señale esta Ley u otros ordenamientos jurídicos aplicables.

Artículo 11.- Los Ayuntamientos podrán crear Institutos Municipales de Vivienda, con el carácter de organismos públicos descentralizados, con personalidad jurídica y patrimonio propios, responsables de la ejecución, promoción y control de las acciones de vivienda.

Artículo 12.- Los Institutos Municipales de Vivienda tendrán las siguientes atribuciones: 

I. Ejecutar los programas de vivienda, en beneficio de la población que carezca de una vivienda digna y adecuada;
II. Establecer y operar sistemas de financiamiento autónomo o de manera conjunta con otros organismos o inversionistas que apoyen acciones de vivienda, que permitan acceder de manera fácil a créditos blandos y suficientes para la adquisición de vivienda, construcción o arrendamiento;
III. Vigilar la reserva territorial del Municipio para vivienda popular y de interés social, con el objeto de evitar el establecimiento de asentamientos humanos irregulares;
IV. Promover la participación de los interesados, para su integración a los diversos programas y acciones de vivienda, que para tal efecto se implementen, y realizar el registro, control y evaluación de las solicitudes de los individuos y organizaciones que se constituyan para ello;
V. Difundir e informar a la población los programas y acciones de vivienda, para que se tenga un mejor conocimiento y participación en las mismas;
VI. Integrar el Sistema de Información Municipal, que permita conocer la problemática de vivienda en el Municipio y las condiciones socioeconómicas que incidan en ella;
VII. Promover y dar asesoría en materia de auto construcción;
VIII. Celebrar toda clase de actos jurídicos necesarios para el cumplimiento de su objeto; 

IX. Coadyuvar con las instancias correspondientes en los programas de regularización de la tenencia de la tierra para uso habitacional; y
X. Las demás que les señale esta Ley u otros ordenamientos jurídicos aplicables.

CAPITULO V
DE LA CONCURRENCIA PARA LA EJECUCION DE ACCIONES DE

VIVIENDA

Artículo 13. El Ejecutivo del Estado y los Ayuntamientos ejercerán sus atribuciones de manera concurrente, de conformidad con lo previsto en esta Ley; asimismo, coordinarán las acciones relacionadas con: la planeación del desarrollo urbano y ejecución de obra pública,  la simplificación trámites y  la optimización de recursos en los programas de vivienda y promoción de fraccionamientos populares y de interés social.

Artículo 14.- El Ejecutivo del Estado y los Ayuntamientos celebrarán los convenios necesarios en que se detallen las acciones de coordinación entre las diversas secretarías de estado, municipios, Institutos de Vivienda o  fideicomisos municipales de vivienda, a efecto de llevar a cabo las acciones de vivienda que determinen.

Artículo 15.- Los municipios, a través de su Ayuntamiento, o Institutos Municipales de Vivienda en donde los hubiere, deberán coordinarse dentro de las áreas que constituyen su objeto, con los organismos operadores de agua potable de cada Municipio, en la implementación de programas para la introducción de servicios de agua potable y drenaje, involucrando a los beneficiarios del servicio y celebrando los convenios que sean necesarios para la recuperación de las aportaciones, así como con cualquier otro tipo de infraestructura en los desarrollos de su propiedad, procurando en la planeación y ejecución de dichas obras el beneficio colectivo.

CAPITULO VI
DE LOS PROGRAMAS DE VIVIENDA DIGNA Y ADECUADA

Artículo 16.- El Ejecutivo del Estado y los Ayuntamientos, deberán contemplar en  sus Planes de Desarrollo, respectivamente, un Programa de Vivienda Digna y Adecuada.

Artículo 17.- En los programas de vivienda digna y adecuada se deberá observar lo siguiente:

I. La promoción de la construcción de vivienda popular y de interés social, así como del mejoramiento de la misma, la auto construcción y la auto gestión;
II. La promoción del acceso de la población que carezca de vivienda, al financiamiento privado, mediante créditos preferentes a efecto de abatir el déficit de vivienda;
III. La construcción de vivienda que se realice por el Estado o los municipios, se destinará a ser adquirida en propiedad por los demandantes de este servicio;
IV. El fomento para la construcción de vivienda destinada a arrendamiento, se dará mediante el otorgamiento de estímulos a los promotores de vivienda; y
V. La promoción de la construcción progresiva, con la finalidad de que personas de escasos recursos tengan oportunidad de adquirir un lote o una vivienda digna y adecuada.

CAPITULO VII
DEL FOMENTO DE LA VIVIENDA

Artículo 18.- El Ejecutivo del Estado y los Ayuntamientos, fomentarán la celebración de contratos de fideicomiso público, para la realización de acciones de vivienda.

Artículo 19.- Para el cumplimiento de los fines citados, el Ejecutivo del Estado y los Ayuntamientos, aportarán a los fideicomisos de vivienda respectivos, reservas territoriales, recursos técnicos, financieros y humanos, para llevar a cabo acciones de vivienda. 

Artículo 20. Los Institutos de Vivienda que señala esta Ley, promoverán las acciones de vivienda, implementando programas que beneficien a los habitantes.

Artículo 21.- Los Institutos de Vivienda que señala esta Ley, promoverán programas tendientes a buscar la inversión de organismos federales, instituciones de crédito, organismos que apoyen acciones de vivienda, así como de la iniciativa privada para la construcción de viviendas.

Artículo 22.- Los Institutos de Vivienda que señala esta Ley, integrarán un padrón de contratistas, constructores, prestadores de servicios profesionales, promotores y desarrolladores de vivienda, para ser sujetos de las prerrogativas fiscales y administrativas establecidas por la Ley.

Artículo 23. Los Institutos de Vivienda que señala esta Ley, fijarán  en el Reglamento de esta Ley los requisitos que deberán cubrir las personas físicas o morales que soliciten su inscripción en el padrón establecido en el Artículo anterior.
CAPÍTULO VIII
DEL FINANCIAMIENTO

Artículo 24.- La aplicación de recursos públicos para la vivienda en el Estado, tiene por objeto la promoción de la producción, ampliar la oferta habitacional y regular la relación entre el cumplimiento del derecho a la vivienda y los intereses de mercado.

Artículo 25.- El Gobierno del Estado y los Ayuntamientos, con objeto de apoyar a la población de bajos recursos económicos, establecerá un conjunto de mecanismos y acciones para captar y destinar financiamiento para los programas de vivienda que le estén relacionados.

Artículo 26.- Las propuestas programáticas de vivienda que utilicen fondos del Gobierno del Estado, deberán ser dictaminadas por la Secretaría de Finanzas y Administración, antes de su aprobación por Ejecutivo del Estado.

Artículo 27.- Para el financiamiento a la producción y adquisición de vivienda, se impulsarán las siguientes medidas:

I. Diversificar los esquemas de financiamiento, de conformidad con los niveles de ingresos de la población que se busca beneficiar;
II. Mejorar y ampliar las fuentes de fondeo y los esquemas de financiamiento;
III. Fomentar la utilización de los recursos del mercado de dinero que permitan un flujo constante de financiamiento a largo plazo, con costos de intermediación financiera competitivos;
IV. Impulsar el fortalecimiento del mercado secundario de hipotecas, que mediante la movilización de la inversión de las carteras hipotecarias, permita ampliar la fuente de financiamientos;
V. Fomentar la participación de más y diversa instituciones financieras, a efecto de generar una mayor competitividad en el sector.

Artículo 28.- Los  Programas de Vivienda Estatales y Municipales se ejecutarán de acuerdo a las siguientes modalidades individuales o colectivas de financiamiento:

I. Crédito ó préstamo con garantía hipotecaria, otorgado por particulares y/o el sistema bancario;
II. Inversión directa del Gobierno del Estado, cuya aplicación se hará a través del Instituto;
III. Inversión de otros organismos públicos federales de vivienda, que operan en el Estado;
IV. Inversión mixta, del Gobierno del Estado y aportes del sector privado y otras fuentes de financiamiento;
V. Ahorro colectivo a los beneficiarios; y 
VI. Otros fondos.

Artículo 29.- Los recursos del Instituto Estatal y Municipales, a efecto de cumplir con su finalidad, se destinarán a realizar las siguientes acciones:

I. Promoción, estudios y proyectos;

II.   Adquisición y redensificación de suelo urbano para vivienda;

III. Autoproducción, producción de vivienda nueva y vivienda progresiva en todas sus modalidades;

IV. Mejoramiento y autoconstrucción de vivienda incluidos:

a) La regularización de la tenencia de la tierra, de la vivienda, de los conjuntos habitacionales y los asentamientos irregulares;

b) La producción ó adquisición de materiales, elementos y componentes de la vivienda;

c) El otorgamiento de apoyos financieros a la dotación, introducción o mejoramiento de la infraestructura, el equipamiento y los servicios urbanos necesarios o complementarios de la vivienda;

V. Créditos de largo plazo para adquisición de vivienda;
VI. Crédito puente de corto plazo para:

a).- La producción de vivienda en arrendamiento y/o con opción a compra.

b).- Convertir vivienda en renta en vivienda propia.

VII. Crédito puente para la rehabilitación de vivienda de alto riesgo 
catalogadas como monumento histórico.

VIII. Otorgamiento de garantías financieras para la recuperación de:

a) Cartera hipotecaria de vivienda, y

b) Cartera de vivienda de arrendamiento con opción a compra;

IX.   Apoyos para la bursatilización de:

a) Cartera hipotecaria de vivienda;

b) Cartera de vivienda de arrendamiento con opción compra;

X.   Otorgar subsidios y apoyos a los sistemas de ahorro para la vivienda 
y a la adquisición de suelo para la vivienda;

XI. Fomentar actividades científicas, técnicas o cualesquiera otras 
relacionadas con la Vivienda;

XII. En general, para promover el mejoramiento de las condiciones de 
habitación de los sectores de población de bajos recursos 
económico; y
XIII. Las demás acciones que las leyes y reglamentos señalen.

Artículo 30.- Los Institutos de Vivienda impulsarán la constitución de fondos de ahorro e inversión, de administración, de garantía y de rescate para la vivienda, creados con activos seguros, rentables y de fácil liquidación, con las primas que deben pagar los beneficiarios, con los siguientes objetivos:

I. Promover el ahorro productivo de los beneficiarios;
II. Generar los fondos que garanticen la administración y recuperación de los créditos en caso de fallecimiento de los beneficiarios u otros riesgos previstos en los contratos de crédito; y
III. El que los beneficiarios, puedan cubrir sus créditos en los términos y porcentajes establecidos en sus contratos.

CAPÍTULO IX
DEL CRÉDITO Y DE LOS BENEFICIARIOS

Artículo 31.- Los créditos de vivienda que se concedan a través de los programas de vivienda, suponen la devolución total de los mismos en su valor actualizado. En consecuencia sólo podrán otorgarse en proporción a la capacidad de pago del beneficiario, y con las debidas garantías.

Artículo 32.- Por concepto de servicio de amortizaciones e intereses, ningún crédito de vivienda otorgado por los Institutos de vivienda debe superar el veinte por ciento de los ingresos nominales mensuales de la familia beneficiaria.

Si por efecto de la situación económica del país o por la evaluación de los ingresos familiares el pago del crédito llegara a representar más del treinta por ciento de los ingresos nominales mensuales de la familia beneficiaria, el deudor tendrá derecho a acogerse a las soluciones que el Instituto establezca, con el objeto de no superar esta proporción. Esas soluciones se diseñaran por la autoridad competente.

Artículo 33.- En el caso de la extensión del plazo de recuperación, éste se documentará mediante acta se inscribirá en el Registro Público de la Propiedad, sin cargo alguno, dándole nueva fecha a la inscripción para el cómputo de sus plazos de caducidad.

Artículo 34.- Los beneficiarios de crédito de vivienda de interés social y de interés popular deben cumplir los siguientes requisitos:

I. Ser habitante del Estado de Puebla, con una residencia mínima de un año anterior a la fecha;
II. No ser propietario de otra vivienda.
III. Los propietarios de vivienda sólo podrán solicitar crédito para las acciones destinadas a la rehabilitación, la ampliación y/o mejoramiento;
IV. Presentar declaración bajo protesta, en la que manifieste que habitará la vivienda, sujetándose a las sanciones correspondientes que en caso de incumplimiento determine el Instituto;
V. En la determinación de sus ingresos, corresponde al beneficiario entregar la documentación que respalde su dicho, quien además está obligado a permitir por parte de las autoridades del Instituto, la verificación de la información que proporcione; y
VI. En el caso de la población no pueda demostrar plenamente sus ingresos la determinación de comprobación de los mismos se ajustará a lo que establezcan las reglas de operación del Instituto.

Artículo 35.- El Instituto, es responsable del otorgamiento crediticio para la población vulnerable de bajos recursos económicos o en situación de riesgo, los que serán considerados como sujetos de subsidio o de ayuda de beneficio social.

Artículo 36.- Para garantizar el derecho a la información, las autoridades de vivienda o cualquier otra relacionadas con la producción de vivienda, tendrán la obligación de comunicar con claridad y oportunidad sobre cualquier trámite o gestión que deba realizarse ante ellas.

Artículo 37.- El Instituto informará de los procedimientos y requisitos necesarios para la producir y adquirir vivienda, mediante la elaboración y difusión de materiales dirigidos a los promotores y productores sociales y privados, principalmente sobre sus programas y Reglas de Operación.

Artículo 38.- El reglamento de esta Ley y las disposiciones administrativas que dicten las autoridades estatales y municipales estarán dirigidos, entre otros, a los aspectos específicos siguientes:

I. La simplificación y concentración en una ventanilla única de expedición de las autorizaciones, constancias y licencias para las distintas acciones de vivienda y las urbanas que les estén relacionadas;
II. Facilitar y promover apoyos en el pago de impuestos y  derechos relacionados con el intercambio que los proyectos autorizados requiera;
III. El otorgamiento de facilidades y promoción de apoyos en el pago de los impuestos y derechos para la  regularización de títulos y construcciones; y
IV. El establecimiento de facilidades, trato preferente y procedimientos simplificados ante el Registro Público de la Propiedad, concertando acuerdos de facilidades con el Colegio de Notarios del Estado y otros agentes involucrados.

CAPÍTULO X
ESTÍMULOS A LA VIVIENDA

Artículo 39.- El Gobierno del Estado y los Ayuntamientos, concederán los beneficios estímulos y facilidades que se consignan en esta Ley, con base en el Código Fiscal relativo, así como las contenidas en otras disposiciones legales y administrativas vigentes. 

Artículo 40.- Los programas de construcción de viviendas para la venta promovidos por el sector privado podrán gozar de los beneficios, exenciones y aplicación de los subsidios y facilidades administrativas que emita el titular del Ejecutivo Estatal y los Ayuntamientos, siempre y cuando estén en el contexto de los programas de vivienda.

Artículo 41.- La Administración Pública del Estado, en el Reglamento de esta Ley así como en otras disposiciones administrativas que se dicten, establecerá y aplicará medidas concretas de apoyo y fomento a la producción y a los productores sociales de vivienda, entre ellas, las siguientes:

I. Promover la regularización de la tenencia de la tierra, de la vivienda y de los conjuntos o unidades habitacionales mediante las facilidades administrativas y los apoyos fiscales, notariales y regístrales necesarios;
II. Otorgar facilidades para la obtención de alineamiento, nomenclatura oficial, constancia de zonificación y uso de suelo, licencias de construcción y otras de naturaleza semejante;
III. Conceder facilidades y apoyos en el pago de impuestos y derechos relacionados con los conceptos  establecidos en la fracción anterior, igualmente los relacionados con la transferencia de propiedad que los proyectos autorizados requieran y con otros de carácter similar;
IV. Los mecanismos para otorgar estímulos a las personas que en la construcción de vivienda empleen enotecnias, a las que hace referencia esta ley; y
V. Los estímulos, apoyos y facilidades que sean otorgados por la autoridad.
Artículo 42.- La aprobación de los programas del Instituto que comprendan inmuebles en los que se constituya el régimen de propiedad en condominio, deberán de satisfacer los requisitos que señala la Ley de Fraccionamiento y Acciones Urbanísticas, en cuanto a infraestructura urbana y sanitaria establecidas en esa misma.

Los requisitos que en virtud se tengan por satisfechos en cuanto a infraestructura urbana y sanitaria, no podrá ser sustituidos por contribuciones, impuestos o derechos de cualquier índole.

Artículo 43.- Para la autorización definitiva de las escrituras, contratos y documentos, en los que se hagan constar las adquisiciones de inmuebles a que se refiere esta Ley, o a la constitución del régimen de propiedad en condominio, cuando los bienes inmuebles provengan del Estado, los Municipios o del Instituto, no será necesaria la expedición del certificado de libertad de gravámenes, a que se refiere la legislación de la materia, asimismo se tendrá como avalúo el mismo precio de venta.

Artículo 44.- Los contratos, las operaciones y actos relacionados con los inmuebles a que se refiere la presente Ley, quedan sujetos a los subsidios y reducciones del pago de impuestos, derechos o contribuciones de conformidad con la legislación fiscal del Estado.

CAPITULO XI
DE LAS NORMAS PARA LA CONSTRUCCION DE VIVIENDA

Artículo 45.- Las normas para la construcción de vivienda que procurarán atender los desarrolladores y promotores de vivienda que participen en programas o proyectos específicos del Gobierno del Estado y de los municipios, serán las siguientes:

I. La utilización de eco técnicas y de ingeniería ambiental aplicable a la vivienda. Entre otros aspectos deberá considerarse la racionalización del uso del agua y cuando sea factible sus sistemas de reutilización;
II. La utilización de los componentes prefabricados y sus sistemas de reutilización;
III. La observancia de los sistemas y procedimientos para la mejor utilización y aprovechamiento tendiente a la producción masiva de vivienda, en términos de calidad, precio y cantidad;
IV. El aprovechamiento de fuentes alternas de energía;
V. La observancia de las condiciones climatológicas que prevalezcan en la localidad; y
VI. La observancia de los criterios para evitar la contaminación del suelo y del ambiente.

Artículo 46.- Los constructores y desarrolladores de vivienda, con independencia de la naturaleza de ésta, cuando ejecuten programas de vivienda estatal o municipal, otorgarán garantía ante los organismos correspondientes sobre las viviendas que construyan, a efecto de responder de los vicios que pudieran existir.

CAPITULO XII
DE LA VIVIENDA RURAL

ARTICULO 47. En materia de vivienda rural, las acciones correspondientes correrán a cargo, fundamentalmente, de los Ayuntamientos, pero el Estado deberá prestar a éstos todo tipo de apoyos.

ARTICULO 48. Los Ayuntamientos deberán establecer y apoyar preferentemente, programas colectivos de autoconstrucción cuando se trate de vivienda rural, en el que los integrantes de la propia comunidad participen en los trabajos respectivos de manera conjunta, de tal suerte que, además de abatir los costos, se fomenten entre aquéllos los lazos de solidaridad y el espíritu comunitario, y se aprovechen los materiales disponibles de manera natural en la zona.

ARTICULO 49. Las acciones en materia de vivienda rural, podrán realizarse tanto en conjuntos habitacionales, como en predios de los beneficiarios dispersos en la comunidad, privilegiando el espacio y adecuándolas al número de integrantes promedio, como a los usos y costumbres de la familia rural.

La promoción social y la organización de los beneficiarios será un requisito previo a estas acciones.

CAPITULO XIII
DE LA AUTO CONSTRUCCION Y AUTO GESTION

Artículo 50.- El Ejecutivo del Estado y los Ayuntamientos, con el fin de impulsar la constitución de infraestructura para la creación de vivienda en colonias populares por auto construcción, se apoyarán preferentemente a las Sociedades de Autogestión Habitacional.

Artículo 51.- Los Institutos de Vivienda que señala esta Ley, realizarán los estudios para la creación de lotificaciones de vivienda popular por auto construcción, constitución de reservas territoriales y regularización de asentamientos humanos.

CAPITULO XIV
 DE LAS SOCIEDADES DE 
AUTOGESTIÓN HABITACIONAL
ARTÍCULO 52.- Son Sociedades de Autogestión Habitacional las que se constituyan con objeto de construir, adquirir, mejorar, mantener o administrar viviendas, o de producir, obtener o distribuir materiales básicos de construcción para socios. Sólo se considerarán sociedades cooperativas de vivienda, aquellas que funcionen de acuerdo con las disposiciones de este Ley y otros ordenamientos aplicables. 

ARTÍCULO 53.- Sociedades de Autogestión Habitacional podrán ser de los siguientes tipos: 

I. De producción, adquisición o distribución de materiales básicos para la construcción de vivienda; 
II. De construcción y mejoramiento de un solo proyecto habitacional; 
III. De promoción, continua y permanente, de proyectos habitacionales que atiendan las necesidades de sus socios, organizados en secciones o en unidades cooperativas;  y

IV. De conservación, administración y prestación de servicios para las viviendas multifamiliares o conjuntos habitacionales. 

ARTÍCULO 54.- Para los fines de la presente Ley, la constitución de las Sociedades de Autogestión Habitacional y sus modificaciones, se regirán por lo establecido en la Ley Federal de Vivienda y la legislación aplicable, y sólo podrán adquirir los bienes estrictamente necesarios para la consecución de sus fines. 

ARTÍCULO 55.- El Ejecutivo Estatal, a través del Instituto, y los Ayuntamientos, podrán celebrar convenios de colaboración con las Sociedades de Autogestión Habitacional a que se refiere el presente Capítulo, para la realización de acciones de vivienda de acuerdo a lo que establezcan los Programas de vivienda aplicables. 

Dichos convenios tendrán como objeto la conjunción de recursos financieros, el otorgamiento de estímulos y apoyos fiscales, la prestación de servicios de asesoría relacionados con la adquisición de tierra, construcción, mejoramiento o conservación de vivienda, según sea el caso. 

El gobierno del Estado y los Ayuntamientos, integrarán los compromisos financieros que resulten de dichos convenios, a fin de que se incorporen a los Programas de Financiamiento, Crédito o Inversión de los Programas Operativos Anuales. 

ARTÍCULO 56.- Las Sociedades de Autogestión Habitacional podrán constituir las comisiones y fondos sociales que consideren necesarios la Asamblea General. 

ARTÍCULO 57.- Las Sociedades de Autogestión Habitacional existentes podrán acordar la organización y constitución de unidades o secciones cooperativas de vivienda. Las unidades o secciones cooperativas de vivienda solo podrán realizar los actos a que se refieren las fracciones I y II del Artículo 53 de esta Ley, pudiendo adquirir los materiales necesarios. 

ARTÍCULO 58.- Las Sociedades de Autogestión Habitacional sólo entregaran las viviendas que produzcan a sus socios y podrán utilizar para ello, la forma que determine la asamblea. 

En las bases constitutivas de las Sociedades de Autogestión Habitacional, se podrá establecer que la administración y mantenimiento de las viviendas o conjuntos habitacionales que transmitan, queden a cargo de la sociedad. Sociedades de Autogestión Habitacional podrán realizar operaciones, prestar sus servicios y enajenar los materiales que produzcan a los organismos públicos de vivienda y a otras Sociedades de Autogestión Habitacional. 

CAPITULO XV

SANCIONES 
ARTÍCULO 59.- El Ejecutivo del Estado, a través del Instituto, y las autoridades Municipales en el ámbito de sus respectivas competencias, impondrán las medidas de seguridad y sanciones administrativas por infracciones a esta Ley, sus Reglamentos y los Programas de Vivienda vigentes. 

ARTÍCULO 60.- No surtirá ninguna consecuencia jurídica la celebración de un contrato de adquisición de vivienda o de arrendamiento o adquisición de lotes, cuando el interesado ya haya adquirido una vivienda o lote dentro de los Programas Federales, Estatales o Municipales sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales de esta Ley y otros ordenamientos previenen. 

ARTÍCULO 61.- Al que promueva la adquisición de viviendas o de lotes de los que rige esta Ley transgrediendo esta, se le impondrá la sanción correspondiente sin prejuicios de la determinación de responsabilidades administrativas, civiles y penales a que haya lugar. 

ARTÍCULO 62.- No surtirá efectos jurídicos la transmisión de la propiedad de una vivienda o un lote de los que regula la presente Ley, si el crédito esta insoluto y no lo autoriza previamente el Instituto y el Ayuntamiento en su caso; o cuando no se de oportunidad a estos de ejercer sin prejuicio del derecho de tanto de esto; o se realice en beneficio de quien no reúna los mismos requisitos y condiciones establecidos por la dependencia o entidad promotora. 

Los Notarios y demás Fedatarios Públicos que intervengan en estas operaciones se harán acreedores a las sanciones que la Ley del Notariado y otros ordenamientos establecen. 

ARTÍCULO 63.- Son causas de recuperación de las viviendas a favor de la Secretaria y deberá quedar estipulado en el contrato, las siguientes:

I. El incumplimiento de la Cláusulas del Contrato; 
II. Que el beneficiario cuente con otra vivienda en el momento en que se le otorgue la que solicito, habiendo quedado probado que se condujo con falsedad al proporcionar sus datos mediante su solicitud, y 
III. Cuando el beneficiario ceda sus derechos sobre la vivienda a un tercero, sin autorización expresa del organismo y más aun cuando la persona a la cual se los haya cedido no cuente con los requisitos señalados por esta Ley para gozar del beneficio. 

CAPITULO XVI
DEL RECURSO DE REVISION ADMINISTRATIVA

Artículo 64.- Procede el recurso de Revisión Administrativa; contra la resolución definitiva dictada en el procedimiento administrativo instaurado con motivo de la aplicación de esta Ley, su Reglamento y disposiciones que de ella emanen.
Artículo 65.- Para los efectos del presente capítulo,  El Ejecutivo del Estado, los institutos de Vivienda y las autoridades municipales en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán conocer y resolver el Recurso. 

Artículo 66.- El Recurso de Revisión se interpondrá por escrito por la parte que se considere agraviada, dentro de los quince días hábiles siguientes al en que se hubiera hecho la notificación del acto que se reclama o aquél en que se ostenta sabedor del mismo y se contará en ellos el día del vencimiento.

Artículo 67.- El escrito de interposición del recurso de revisión, deberá presentarse ante la autoridad que emitió el acto impugnado y deberá expresar:

I. El órgano administrativo a quien se dirige;
II. El nombre y domicilio del recurrente y del tercero perjudicado si lo hubiere, así como el lugar que señale para efecto de notificaciones;
III. El acto que se recurre y fecha en que se le notificó o tuvo conocimiento del mismo;
IV. La mención de la autoridad que haya dictado la resolución, ordenando o ejecutando el acto;
V. Los agravios que le causan;
VI. Las pruebas que ofrezca, que tengan relación inmediata y directa con el acto impugnado debiendo acompañar las documentales con que cuente, incluidas las que acrediten su personalidad cuando actúen en nombre de otro o de personas jurídicas, en ningún trámite administrativo se admitirá la gestión de negocios; las pruebas deberán desahogarse o desecharse en la audiencia de recepción  de pruebas y alegatos;
VII. Interpuesto el recurso y recibida en tiempo las copias del escrito de expresión de agravios, la autoridad receptora remitirá el expediente  original a la autoridad competente dentro del término de setenta y dos horas, así como el original del propio escrito de agravios;
VIII. Para el caso de existir tercero perjudicado, que haya gestionado el acto contra el que se interpone el recurso, se le notificará y correrá traslado con copia de los agravios, en términos del Código de Procedimientos Civiles para el Estado Libre y Soberano de Puebla, aplicable supletoriamente en lo no previsto en esta Ley, para que en el término de tres días hábiles manifieste lo que a su interés convenga;
IX. La autoridad administrativa podrá decretar para mejor proveer estando facultada para requerir, los informes y pruebas que estime pertinentes y para el caso de que el informe acredite que los documentos ofrecidos como prueba obran en los archivos públicos, deberá solicitar oportunamente copia certificada de los mismos, si no le fueren expedidos, se podrá requerir directamente al funcionario o autoridad que los tenga bajo su custodia, para que los expida y envíe a la autoridad requirente, dichas copias;
X. Transcurrido el término a que se refiere la fracción VIII de este artículo, se fijará día y hora para una audiencia de recepción de pruebas y alegatos, y concluida se ordenará se pase el expediente para dictar la resolución que corresponda; aplicándose supletoriamente el Código de Procedimientos Civiles del Estado Libre y Soberano de Puebla, en cuanto a las reglas generales de las pruebas y a la valorización de las mismas; y
XI. En caso de que el recurrente omitiere cumplir alguno de los requisitos a se refieren las fracciones anteriores, la autoridad que conozca del recurso lo requerirá para que un término de tres días subsane tales omisiones, en caso de no hacerlo se desechará por notoriamente improcedente.

Artículo 68.- La interposición del recurso suspenderá la ejecución del acto impugnado, siempre y cuando:

I. Lo solicite expresamente el recurrente;
II. No se siga perjuicio al interés social o se contravengan disposiciones de orden público;
III. Tratándose de multas, que el recurrente garantice el crédito fiscal en cualquiera de las formas prevista en el Código Fiscal del Estado; y
IV. En los casos en que resulte procedente la suspensión del acto que se reclama, pero con ella se puedan ocasionar daños o perjuicios a terceros,  la misma surtirá sus efectos si el recurrente otorga garantía bastante a favor del gobierno del Estado a través de la Secretaría de Finanzas y Administración o a la Tesorería Municipal que corresponda para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con ella se causaren si no obtiene resolución favorable, contando la autoridad receptora de los recursos con facultad discrecional para fijar el monto de la garantía a otorgar.

La autoridad deberá acordar, en su caso, la suspensión o la denegación de la suspensión dentro de los tres días hábiles siguientes a su interposición. 

Artículo 69.- Cuando el recurso se interponga contra una resolución que tenga por objeto el cobro de derechos o sanciones de tipo económico, la suspensión que se conceda no podrá surtir efectos si el recurrente no efectúa en forma previa depósito de la cantidad que se le cobra, por los medios establecidos por Ley.

Artículo 70.- El recurso se tendrá por no interpuesto cuando:

I. No se haya acompañado la documentación que acredite la personalidad del recurrente, o esta no se acredite legalmente; 
II. No sea presentado en el término concedido por esta Ley, por resultar extemporáneo; 
III. Cuando el recurrente haya sido requerido conforme a lo dispuesto por la fracción XI del artículo 155 de la presente Ley y no de cumplimiento; y
IV. Cuando se promueva contra actos que sean materia de otro recurso, que se encuentre pendiente de resolución.

Artículo 71.- Procederá el sobreseimiento del recurso cuando:

I. El promovente se desista expresamente de su recurso; y
II. Cuando hayan cesado los efectos del acto impugnado; 

Artículo 72.- La autoridad encargada de resolver el recurso podrá confirmar, modificar o revocar el acto impugnado. 

Artículo 73.- La resolución del recurso se fundará en derecho y examinará todos y cada uno de los agravios, hechos valer por el recurrente teniendo la autoridad la facultad de invocar hechos notorios, cuando uno de los agravios sea suficiente para desvirtuar la validez del acto impugnado bastará solo examen de dicho punto.

La autoridad, examinará en su conjunto los agravios, así como los demás razonamientos del recurrente, a fin de resolver la cuestión planteada.

Si la resolución ordena realizar un determinado acto o iniciar la reposición del procedimiento, deberá cumplirse en un plazo de veinte días hábiles.

Artículo 74.- Cualquier persona que se vea afectada directamente por obras o actividades autorizadas por la Secretaría o el Ayuntamiento y que contravengan las disposiciones de esta Ley, tendrán derecho a interponer en un término de quince días hábiles, el recurso de Revisión Administrativa a que se refiere este capítulo, en contra de los actos administrativos correspondientes.

Artículo 75.- En caso de que se expidan licencias, permisos, autorizaciones o concesiones contraviniendo esta Ley, serán nulas y los servidores públicos responsables serán sancionados conforme lo dispuesto en la Ley de Responsabilidades de Servidores Públicos del Estado. Dicha nulidad deberá ser declarada por medio del recurso a que se refiere el artículo anterior.

T R A N S I T O R I O S

ARTICULO PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al siguiente día de su publicación en el  Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Puebla.

ARTICULO SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que opongan al presente ordenamiento
ARTICULO TERCERO.- Para proveer al exacto cumplimiento de esta Ley, el Ejecutivo del Estado expedirá el reglamento en un término de sesenta días naturales contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley.

ARTICULO CUARTO.- Para proveer al exacto cumplimiento de esta Ley, los Ayuntamientos  podrán expedir sus reglamentos en un término de ciento ochenta días naturales contados a partir de la creación de sus respectivos Institutos  Municipales de Vivienda.

ARTICULO QUINTO.- Las atribuciones conferidas en la presente ley al Instituto de Vivienda  Social del Estado serán ejercidas, por el Instituto Poblano de la Vivienda Popular que fue creado por Decreto del H. Congreso del Estado, publicado en el periódico oficial del Estado de Fecha 15 de Febrero de 1991.

A  T  E  N  T  A  M  E  N  T  E
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